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URBANISMO SUSTENTABLE

Crítica al proyecto de Ley General de Urbanismo y Construcciones

El uso de suelo en el territorio en general, se encuentra regulado por una serie de cuerpos legales específicos y parciales y es el resultado de la gestión de numerosos actores institucionales públicos y privados, que se encuentran operando bajo un respaldo jurídico de muy distinta naturaleza. 

Este modelo tiene las siguientes características:

a) La legislación relativa al uso del suelo del territorio ha sido dictada de manera sectorial y carente de toda visión global e integradora, por lo mismo, no se ha hecho cargo de las relaciones de interacción e interdependencia que se dan entre los distintos actores que participan en el territorio. Ha carecido de principios generales y objetivos predefinidos a los cuales responder, gestando desigualdades territoriales.

b) Los instrumentos existentes adolecen de marcadas inconsistencias e incoherencias. Las competencias públicas relativas al territorio se encuentran radicadas y dispersas en una multiplicidad de órganos de distinto rango y naturaleza que operan de materia inorgánica, descordinada con paralelismo y ambigüedad de funciones y de responsabilidades.

c) La estructura administrativa heredada de un sistema monárquico, es decir la administración vertical por funciones a través de Ministerios, limita excesivamente las posibilidades de coordinación intrasectorial. La agrupación funcional por Ministerios abarcando todo el territorio es hoy día ineficiente para promover el desarrollo regional, porque fue concebido para beneficiar el centralismo. La autonomía con que cada Ministerio ejerce sus funciones ha impedido la coordinación mínima necesaria para planificar, orientar y ejecutar, los programas de inversión que se realizan en el territorio.
d) En parte, las dificultades estarían asociadas al hecho de que la planificación territorial es un tema de carácter horizontal que demanda esfuerzos transversales, intersectoriales, interdisciplinarios, sistemicos e integrales y por otra los instrumentos de planificación disponibles son de carácter extremadamente sectorial de naturaleza indirecta y que por lo tanto no fueron concebidos con fines de planificación territorial.

Por lo cual, la ordenación del territorio requiere una ley marco, sistémica, que se articule adecuadamente con la legislación urbana, sectorial de incidencia territorial y ambiental. Se requiere además una ley que defina el marco regulatorio sobre el ordenamiento territorial para las diferentes escalas administrativas para permitir la coordinación e integración de los diversos instrumentos sectoriales de ordenamiento territorial, con una autoridad visible que asuma la responsabilidad de resolver los conflictos de intereses inherentes a las visiones sectoriales de la ocupación del espacio.

Este proyecto de ley, no reconoce estas necesidades de desarrollo, sino que quiebra las bases de la descentralización y regionalización al establecer el Supraministerio de Vivienda con atribuciones omnipotentes que actuará sobre los demás sectores e instituciones incluso las descentralizadas y autónomas. excediendo el ámbito de especialización de una ley sobre Urbanismo y Construcciones a todo el territorio. Se abordan materias que son propias de otras esferas de competencia, como son las de Agricultura, Economía, Minería, Medio Ambiente, Gobiernos Regionales, Municipalidades, Consejo de Monumento Nacionales etc, sin armonizar entre sí y vulnerando el principio de competencia y especialización de los Órganos de Administración del Estado. Un sistema dictatorial que anula los otros agentes del desarrollo.

En el ámbito regional, este proyecto afecta las facultades de los Gobiernos Regionales, del Intendente y del Consejo del mismo. De conformidad a la Ley sobre Gobierno y Administración Regional, este organismo cuenta con atribuciones generales de administración superior de la región, en materia de ordenamiento territorial, en materia de fomento de las actividades productivas, en materia de desarrollo social, cultural de la región y de participación ciudadana. Es decir tiene el cuerpo legislativo para actuar, pero falta el cuerpo administrativo. No obstante la claridad de sus funciones y responsabilidades, este no dispone de una estructura administrativa adecuada a esta finalidad que le impide actuar con la suficiente independencia y oportunidad.

Considerando las falencias de coordinación, cooperación, legislación territorial sectorial, una institucionalidad pública sectorializada, así como la presencia de distintos niveles de administración, que no permiten articular los instrumentos de planificación territorial impidiendo una sustentabilidad del desarrollo, es que planteamos que se debe radicar una Secretaria de Coordinación o Secretaria de Planificación Territorial y del Medio Ambiente en el Gobierno Regional.. Este centro de planificación regional deberá dirigir en coordinación, con las autoridades nacionales, locales, más el cuerpo técnico apoyado por las distintas SEREMIS y servicios, la labor del Plan o Estrategia Regional, de esta forma asumiendo el gobierno local, la administración del territorio. En esta administración se deberá cautelar la autonomía comunal y sus planes de desarrollo y en conjunto con las autoridades locales y nacionales establecer el marco de desarrollo regional.

Con respecto, al tema de la planificación en sí mismo, este proyecto de Ley, considera la planificación como un marco regulatorio necesario para controlar las acciones que incidan en el territorio. Suponer que un plan es lo mismo que un marco regulatorio es una confusión conceptual que desconoce la función social del derecho urbanístico. Un Plan Regulador debe estar orientado a proponer un proyecto de la ciudad que queremos, a lograr objetivos socialmente compartidos, definiendo programas de acción, cauces de participación ciudadana, incentivos a la inversión privada, etc.

 El ámbito de este proyecto, se refiere principalmente a tres materias, planificación urbanística, termino no definido, la división del suelo y la construcción. En materia de división de suelo pasan por este proyecto a delegarse a la potestad reglamentaria o administrativa un cúmulo de restricciones al dominio especialmente de usar, gozar y disponer produciendo un menoscabo a las garantías constitucionales. Por otra parte, la subdivisión predial queda sometida a la lógica de lo urbano es decir sectorializado al dominio urbanístico. El término “construcciones” se define por “edificaciones o las urbanizaciones”, lo que implicaría la proliferación de los loteos brujos. Las modalidades de planificación establecidas por zonificación, por condiciones o combinadas permitirían la excesiva permisividad legislativa a los desarrollos inmobiliarios en detrimento ostensible de las áreas rurales, sin hacerse cargo de todas las externalidades de un proyecto de crecimiento en extensión o difuso catalogado internacionalmente, como un modelo sin sostenibilidad ambiental.

En la estructura actual de la ley, la planificación tiene la connotación de urbana, que corresponde a un concepto correcto a mantener, que quiere decir de “la urbe”. La idea de “urbanidad”, es saber vivir y saber hacer la ciudad, concepto tan atesorado por la cultura de las ciudades. Los romanos descubrieron que el tema era suficientemente complejo, como para merecer dos significaciones: civis, el lugar y las relaciones de los habitantes, de los ciudadanos, de la civilización; y urbis, el artefacto construido para albergar a los ciudadanos.

La planificación se define como “el proceso que se efectúa para orientar y regular el desarrollo de los centros poblados en función de una política, regional y comunal de desarrollo socioeconómico”. Su definición es tan amplia que permitiría complementar e integrar en los instrumentos actualmente existentes, metodologías como sistemas de evaluación de multicriterio o estrategias ambientales.

La planificación urbana, es realizada por intermedio de dos tipos de instrumentos rectores: Ley General de Urbanismo y Construcciones y la Política Nacional de Desarrollo Urbano. El segundo instrumento rector, Política de Desarrollo Urbano, al no estar legislado no establece para la ley una definición de objetivos y estrategias que, basadas en los principios fundamentales contenidos en la Constitución Política, definen el grado de intervención que le corresponde a las autoridades, en el control del proceso de construcción y urbanización. 

La aplicación de esta ley le corresponde a las municipalidades las que para hacer cumplir este fin tendrán entre sus funcionarios un Director de Obras, el cual según la futura modificación de la Ley de Calidad de Construcción, solo revisaría las normas urbanísticas no adquiriendo responsabilidad de la obra ni de su fiscalización y un Asesor Urbanista con 10 semestres de educación universitaria, sin especialización a efectos de mantener actualizado el plan, revisar los planes de loteo, subdivisión y urbanización y cumplir con otras labores relativas al tema urbano.

Los factores que se han opuesto a una planificación integral son los siguientes:

a) Nuestra sociedad no ha alcanzado aún la verdadera participación ciudadana en la elaboración de los instrumentos territoriales.

b) Los proyectos habitacionales que han realizan los particulares o el estado no han estado complementados por la infraestructura sanitaria, energética necesaria y por el equipamiento social, escuela, hospitales, protección, áreas verdes, etc.

c) Obedecen a una forma de gestión uni-sectorial, facilitando la generación de conflictos entre agentes del desarrollo y dificultando la solución de las externalidades del desarrollo, en el medio ambiente y en las áreas periurbanas, es decir la ausencia de una planificación sistemática del entorno urbano.

d) Con respecto al tema de los planes reguladores, la deficiencia histórica de no planificar las obras para el desarrollo urbano asignándoles un presupuesto municipal, termina haciendo estos planes como simples proyectos de papel.

Estas dificultades se producen en todas las ciudades, por lo que la planificación, en pro de un alto nivel de protección ambiental, es una condición sine qua non, para fomentar el desarrollo sostenible de las ciudades y garantizar un alto nivel de calidad de vida a los ciudadanos. Para solucionar estos problemas en Europa se formula una Estrategia del medio ambiente urbano con un enfoque integrado, focalizado, que utilice los instrumentos existentes y potencie la cooperación y coordinación a todos los niveles. La estrategia debe considerar las siguientes temáticas que impactan en el territorio: un urbanismo sustentable, transporte y gestión y construcción urbana sustentable.

Pero aún así, existiendo estas dificultades los actuales Planes Reguladores urbanos como instrumento orientador del desarrollo urbano local pueden facilitar el crecimiento de las actividades económicas y sociales de la ciudad, con nuevos niveles de flexibilidad que permitan acoger las alternativas de proyectos que genere el sector privado, motor de desarrollo en nuestro actual modelo, y compatibilizar dichas iniciativas con las normas que aseguren los derechos recíprocos de los propietarios, la preservación del bien común, la calidad del medio ambiente urbano, las características morfológicas logradas por la transformación del espacio rural y el mantenimiento del patrimonio histórico- cultural.

Concluyendo, este proyecto de Ley es un retroceso a la legislación del medio ambiente y al proceso de descentralización y regionalización. Además es necesario establecer un marco teórico básico sobre el Urbanismo Sustentable o una Política de Ordenamiento Sustentable, cuyos principios basados en la Constitución Política y en la Agenda 21, deben considerar los siguientes aspectos que detallo a continuación.

Principios urbanismo sustentable

a) El Estado tiene como función Constitucional promover y velar por el bien común, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones de habitabilidad necesarias que permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible con pleno respeto a sus derechos y garantías Constitucionales. El bien común en el desarrollo urbano, es el grado en que los asentamientos urbanos se aproximan al mejor uso del suelo y a la mejor habitabilidad de los espacios, preservando el interés colectivo sobre los intereses privados. Su ámbito de acción debe encaminarse en contribuir al desarrollo de los centros poblados en el ámbito nacional y regional, ya sea a través de coordinaciones interministeriales en el ámbito nacional, como de acciones en el ámbito regional, a través del Gobierno Regional.

b) Todo proceso de planificación del territorio afecta al medio ambiente, por lo tanto debe cumplir con las tres dimensiones básicas del desarrollo, la social, ambiental y económica en un enfoque integrador y simultaneo.
· Dimensión Social: se orienta al bienestar y a la realización de las aspiraciones de la población. Un territorio debe satisfacer las demandas sociales por una mejor calidad de vida. Es necesario definir los principios de habitabilidad, en los distintos ámbitos territoriales y dar cabida a la identidad territorial y a la trama de relaciones que configuran un determinado modelo de ocupación del territorio.

· Dimensión Ambiental: el énfasis esta puesto en la intervención de la sociedad en el medio natural, en los ecosistemas frágiles que se exponen a desequilibrios irreversibles, a degradaciones de la flora y fauna, a diversos tipos de poluciones por concentraciones y la sobre explotación que acompañan la creciente ocupación de la superficie terrestre.

· Dimensión Económica: Intenta valorizar desarrollar y asegurar el crecimiento económico obteniendo del territorio su máximo potencial como recurso productivo, aprovechando las ventajas comparativas territoriales, en un objetivo de cohesión social.

c) La planificación genera el derecho de introducir limitaciones a la propiedad privada siempre que este orientada a velar por el bien común de la sociedad o su función social la cual comprende cuanto exijan los intereses generales de la Nación, la seguridad nacional, la utilidad y salubridad públicas, la conservación del patrimonio ambiental" (art. 19 Nº 24), y sólo pueden establecerse por ley. 

Toda limitación debe ejercerse respetando las facultades esenciales del dominio y cumplir los siguiente requisitos:

· Inducción precisa por ley de cual es la restricción. Esta limitación efectuada por el legislador no puede afectar los derechos en su esencia, ni imponer condiciones, tributos o requisitos que impidan su libre ejercicio.

· Eventos de hecho iguales para todos, con parámetros incuestionables.

· Indicación precisa del momento en que nace y cesa la restricción.

d) En todo proceso de planificación debe existir participación efectiva, interactiva y vinculante al desarrollo territorial, de los distintos actores ya sea habitantes, representantes de la sociedad civil, autoridades comunales y regionales. 

e) El suelo urbano debe ser definido de acuerdo a su función social, regulando las condiciones que aseguren la igualdad esencial de su ejercicio en todo el territorio. A cada porción del territorio le corresponde acoger y sostener un uso óptimo y determinar las aptitudes del uso, en cuanto a soporte natural, capacidad de producción y de resumidero. La Unión Común Europea define el suelo como la capa superior de la capa terrestre, compuesta de partículas minerales, materia orgánica, agua, aire y organismos vivos. Las funciones del suelo se clasifican en producir alimentos, filtrar y almacenar las substancias orgánicas, gases, agua, ser fuente de materias primas y servir de plataforma a la actividad humana.
Se hace imprescindible establecer una definición de suelo, considerando una clasificación del potencial del territorio, de su acogida para distintas actividades, escalas, usos, como del ecosistema urbano, regional y de sus interrelaciones entre la capacidad de carga del medio ambiente y de la población de la ciudad.

f) Una Visión Multidisciplinaria y transversal de la planificación del territorio que favorezca la coordinación interministerial en el ámbito regional y comunal para el cumplimiento de los programas de desarrollo y de las metas que se hayan adoptado en el ámbito comunal como regional, contemplando el principio de subsidiariedad en una relación coordinada entre Gobierno Regional y Comunal.

g) Necesidad de afianzar y desarrollar la autonomía del Gobierno Regional para una efectiva descentralización administrativa y una gobernabilidad de la Región, a fin de apoyar los objetivos propuestos de modernización administrativa, de descentralización y regionalización propuestos en el Acuerdo Marco de Cooperación con la Unión Común Europea en 1996.

h) Toda planificación debe contemplar una Política de Desarrollo y sus instrumentos de planificación deben obedecer al mismo ámbito territorial.
· Nacional

· Regional

· Comunal

i) Es deber del Estado tutelar la preservación de los recursos y del patrimonio natural y cultural. El área rural, los recursos naturales y sus procesos esenciales, constituyen la base del sistema productivo y económico a escala local, regional y nacional, que sustenta la actividad económica del país , patrimonio que necesita ser defendido para bienestar de todos los chilenos. Las áreas verdes, el paisaje y los espacios de graduación o espacios interfaces son vitales para las actividades humanas.

Los servicios ambientales que proporciona la agricultura para la preservación del medio ambiente son: 

· La cubierta vegetal natural o cultivada constituye el soporte de la biodiversidad y regulan la temperatura y humedad atmosférica. 

· Las cubiertas vegetales naturales o cultivadas ejercen función filtro y constituyen la fuente sumidero de gases invernadero. 

· La mayor infiltración superficial aporta a la conservación del ciclo hidrológico.
j) La planificación territorial no se resuelve solo en el ámbito espacial, sino que requiere una política de coordinación y mecanismos de integración y armonización de las políticas sectoriales, como asimismo de la institucionalidad existente, con definición de objetivos comunes de desarrollo, en una actuación concertada y armonizada entre los niveles regionales y municipales.

